PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas preventivas necesarias a efectos de:

a) Que la concesionaria de servicios sanitarios de la Provincia, Aguas Provinciales de Santa Fe, ejecute la totalidad de las obras comprometidas y con plazos de ejecución, total o parcial, vencidos.

b) Que en caso de que por cualquier causa, y a iniciativa de cualquiera de las partes, se decida dejar sin efecto la concesión, la provincia accione contra la concesionaria reclamando el pago inmediato, al valor real de ejecución, de la totalidad de las obras con fecha de ejecución vencida, o con ejecución parcial vencida a la fecha de cese de la concesión, con más los accesorios que resulten aplicables (incluidos daños y perjuicios).

Señor Presidente:

La supuesta “dureza” expuesta por el Gobernador Obeid, y particularmente su Ministro de Obras Públicas, solo resulta creíble para los desinformados. 

Santa Fe, a diferencia de Córdoba, cedió a la Dirección Provincial de Obras Sanitarias sin que la concesionaria deba pagar canon por ello.

El “soporte ideológico” de esta cesión eran las obras que colmarían de felicidad a los santafesinos.

Las obras no se hicieron y se permitió que ello ocurra por medio de mecanismos de renegociación permanente que indultaban a la empresa y finalizaban en cronogramas de obras cada vez menos exigentes que a su vez no se cumplían.

La última “película” aún se exhibe, y como ocurre con nuestro simpático tero, se canta en una parte y el nido está en otra.

La síntesis de la última renegociación nos ilustra adecuadamente:

· Por Decreto Nº1691 (14/06/00 – Reutemann-Morín) se dispone la renegociación del contrato de concesión con Aguas Provinciales de Santa Fe, que incluye la consulta a los municipios afectados. Faculta al Ministerio a acordar la suspensión de metas y objetivos contractuales…(Art. 5º).

· Decreto Nº0221 (1º/03/02 – Reutemann – Mercier) se crea una Comisión para continuar con las negociaciones que, se dice, se frustraron por haber variado las condiciones de un acuerdo previo (no aprobado por la Provincia).

· Decreto Nº1252 (13/06/02 - Reutemann – Mercier) establece un plazo de 180 días para concluir las negociaciones y ratifica las facultades del Decreto 1691/00, es decir suspensión de metas y objetivos contractuales…(Art.5º) y a realizar contratos para las renegociaciones (Art.6º). El plazo otorgado no se cumple.

· Resolución Nº313 (11/11/03 – MOSP yV):A 30 días del cambio de gobierno provincial, deja sin efecto el Acta Acuerdo del 29/10/02 (no homologada y por tanto sin validez), “…hasta tanto se acuerde un nuevo marco regulatorio y contractual de la Concesión..” mientras tanto…(¿hasta cuando?) se fijan obligaciones ” transitorias” (mínimas) para la concesión.

Resulta evidente que la Concesionaria Aguas Provinciales de Santa Fe se encuentra transitoriamente eximida de cumplir con sus obligaciones de obras, las que por otra parte antes de iniciarse la renegociación en el año 2000 ya habían sido sensiblemente reducidas respecto de las originales por decisión de los sucesivos gobiernos provinciales, los que han posibilitado esto por medio de sucesivos decisorios (decretos y resoluciones).

La aparente “firmeza” del Ministro Hammerly, desnuda el estado de indefensión de la Provincia (ver Resoluciones Nº173/04 y 174/04 – MOSP yV.) pues reclama que la empresa aporte las garantías que por contrato debe proveer, lo que indica que la Provincia no tiene garantías suficientes respecto de las prestaciones de la concesionaria; y por otra parte el interés del Ministro en “enterarse” sobre la demanda de 170 millones de dólares que concretara en EE.UU.

Sobre los incumplimientos de la Concesionaria no caben dudas, la falta de obras lo certifica; queda por dimensionar las responsabilidades de cada uno de los funcionarios, incluidos los gobernadores y los que integraron e integran el Enress, y los daños patrimoniales que sufrirá la Provincia por las obras no realizadas, y que se suponían sustitutivas del canon.

La falta de obras sanitarias ya ha provocado daños irreversibles en la salud publica, y esto no se resuelve con declaraciones.

Si por alguna razón se produjera el cese de la concesión, la Provincia, y cada uno de los municipios servidos, por otra parte titulares del poder concedente, deberán buscar soluciones que posibiliten la continuidad de las prestaciones  e inversiones.

Pero el problema no finaliza allí, como hemos dicho en párrafos anteriores, la concesionaria ha cobrado la facturación a los vecinos de cada una de las comunidades y no ha concretado las inversiones comprometidas, las que por otra parte eran sustitutivas de canon no pagado.

Esta situación torna imprescindible que la Provincia acciones en representación de los vecinos reclamando la compensación económica que deriva de que éstos, los vecinos, no hayan contado con las mejoras en tiempo y forma,

No hacerlo de este modo implicaría adicionar otro premio a la concesionaria beneficiaria de esta explotación a título gratuito.

Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.

